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LEY 

DE 

Los Accidentes del Trabajo 

— *2-^«-S- 

Una de las consecuencias más importantes de los esfuerzos 
de las asociaciones de obreros para mejorar las condiciones de 
los de su clase, ha sido la reforma de las leyes que regulan 
los efectos del contrato de arrendamiento de servicios res- 
pecto de los riesgos que corre el obr(^p„._ejT^ las operaciones 
de la industria. ^^^r"""^7 ^ n^ X 



La Ley antes deJtfrefdViha. En todós^to^^aises de 
Europa y América, anjt^s^.^e la reforma,^ el patrón era'/espon- 
sable al obrero por |6s accidentes persófíales que sufriese .en 
el trabajo en el úuilo caso de que fíl^ie^ldente que hubiese 
ocasionado la muerte ^ lesión del obcáto fuese imputable/ á 
la culpa ó negligencí^, (á^[ patrono. De los accidentes, ocasio- 
nados por los riesgos iiie^t^|)Ies de la industria a^^íopiD de 
aquellos imputables á la'^^í^ligeítóaTpíopjj, d«l*^oB^ ó de 
sus compañeros de trabajo, cdifHa,a;:aiLsa;^.grJi3C^ 
yente, el patrono no era responsable. Puesto que la estadís- 
tica demuestra que más de un cincuenta por ciento de los 
accidentes personales sufridos por los obreros son inevitables, 
como resultado de los riesgos necesariamente inherentes en las 
operaciones de la industria, y que una proporción consirable 
de los imputables legalmente á la negligencia del obrero son 
debidos á la fatiga física y mental inducida por las faenas 
monótonas de las grandes fábricas, es evidente que el precio 
de sangre que la producción moderna exige recae casi en su 
totalidad sobre las clases más menesterosas de la sociedad. Y 
aún en aquellos casos en que la negligencia del obrero ha 
sido tal que el percance sufrido pueda considerarse como cas- 
tigo merecido, las consecuencias de su incapacidad, total ó 
parcial para el trabajo recaen en la mayoría de los casos sobre 
su mujer é hijos, que se ven privados del sustento, sin culpa 
alguna de su parte. 

3 



— 4 — 

Tampoco era satisfactorio el sistema antiguo respecto de 
ios casos en que por ser debido á la negligencia del patrono el 
accidente diere derecho al obrero á exigir una indemnización. 
Casi siempre la vindicación de 'este derecho requeria un pro- 
ceso largo y costoso, en que todas las ventajas, salvo la simpatía 
del jurado, estaban á favor del patrono. El obrero, sin me- 
dios con que pagar honorarios, se veía obligado á celebrar 
,con su abogado un pacto cuota litis que. mermaba considera- 
blemente la indemnización acordada. Además, ésta siempre era 
pagadera de una vez, y en muchos casos la imprudencia ó la 
impericia del obrero agotaba en poco tiempo el dinero tan 
duramente adquerido 

ti sistema de seguros contra las responsabilidades de los 
patronos por los accidentes ocasionados á los obreros, lejos de 
ser una ventaja para estos, agravaba su situación. La póliza 
del seguro obligaba al asegurador á indemnizar al patrono me- 
diante el reintegro de las cantidades que por sentencia estuviese 
condenado á pagar y efectivamente pagase al obrero lesionado 
ó á su familia. Para gozar de la protección de la póliza el pa- 
trono necesariamente tenia que negarse á todo arreglo extra- 
judicial con el obrero. 

Durante los años 1907, 1908 y 1909 diez compañías de 
seguros contra accidentes industriales del Estado de Nueva York, 
según la Estadística oficial del Estado, cobraron en primas de los 
patronos asegurados la contidad de S23,524.000, y en el mis- 
mo periodo pagaron en concepto de indemnizaciones $8.560.000. 
de modo que los obreros solo recibieron un treinta y seis por 
ciento, poco más ó menos, del dinero pagado ostensiblemente 
para protegerles contra los peligros del trabajo y de la cantidad 
asi pagada hay que rebajar lo que han tenido que gastar en 
honorarios de abogados. 

Alemania inicia la reforma. Nació en Alemania la 
idea humanitaria de mejorar la situación de los obreros y pro- 
tegerles contra los peligros á que están expuestos, mediante 
la creación de fondos de seguros, administrados por el Estado, 
destinados al pago de pensiones á los obreros en caso de in- 
habilitación total ó parcial producida por accidentes en el tra- 
bajo en las industrias clasificadas como peligrosas, extendién- 
dose más tarde la protección del seguro á los casos de cesantía 
y vejez. K la creación y sostenimiento del fondo de seguro 
la ley obliga á contribuir obreros y patronos en la propor- 
ción que se estima justo. El sistema ha ido tamando incremento 
hasta comprender en sus operaciones en 1907 á más de vein- 
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tidos millones de obreros alemanes, quienes trabajaban con el 
consuelo de saber que aun cuando un percance personal, la 
vejez, ó la pérdida del empleo les privase del sueldo no por 
eso hablan de sufrir la amargura de depender de la caridad 
pública ó privada para defenderse contra el hambre. 

Tan notable modificación de las condiciones de la indus- 
tria moderna en Alemania no pudo menos de atraer la aten- 
ción de las demás naciones. Era innegable la injusticia del 
sistema antiguo, que convertía al patrono en enemigo del 
obrero lesionado ó inválido y condenaba al trabajador indus- 
trioso á la miseria si caía herido en la lucha por la existencia. 
Era evidente que la vasta mayoría de las inumerables desgra- 
cias personales, debidas á la multiplicación de los aparatos 
mecánicos en las operaciones industriales de la vida moderna, 
eran tan enevitables como el desgaste y deterioro de las ma- 
quinas mismas, y que en lugar de dejar que todo el peso de 
la perdida de vidas y sangre recayese sobre los obreros á quie- 
nes individualmente alcanzase la desgracia debía ser conside- 
rado en conjunto como elemento integrante del costo de la 
producción y como factor en la determinación del precio de venta 
de los productos de la industria. Indudablemente el progreso 
notable obtenido por la Alemania en todos los ramos de la indus- 
tria fabril durante el mismo período en que desarrollaba su 
nueva sistema obrero, contribuía notablemente á la aceptación de 
la idea en otros países, porque demostraba que no era obsta- 
culo al éxito de la competencia. Después de todo, cada na- 
ción tenía ineludiblemente que soportar las consecuencias de 
su sistema industrial, y el aumento de la pobreza de las clases 
menesterosas mediante la invalidación de los obreros ó el de- 
samparo de sus familias llevaba consigo una disminución de las 
fuerzas sociales y una agravación de sus males que directa é 
indirectamente producía una merma en la riqueza nacional. Asi 
es que á fines del siglo pasado empezó á esparcirse por todo 
Eueropa el nuevo sistema y con tanta rapidez que á fines de 1910 
estaba vigente, con varias modificaciones, en la Gran Bretaña, 
Francia, Italia, España, Australia, Bélgica, Dinamarca, Grecia, 
Hungría, Holanda, Suecia, Noruega y F^usia. Existía también 
en Australia, Nueva Zelandia, Canadá, y la Colonia del Cabo 
de Buena Esperanza. 

La reforma en los EE. UU. Un acontecimiento eco- 
nómico de tañía importancia no podía pasar desapercibido en los 
Estados Unidos, donde tanta fuerza habían adquerido las unio- 
nes de obreros. En 1908 el Presidente Roosevelt, en su 
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Mensaje al Congreso, llamó la atención de la Legislatura Fe- 
deral á la conveniencia de estudiar estas leyes para determinar 
la conveniencia de dictar análogas disposiciones. 

En Abril 22 del mismo año el Congreso dictó una ley re- 
lativa á los accidentes sufridos por los Empleados de los fe- 
rrocarriles, de que después hablaremos. 

En el desarrollo del nuevo sistema en Europa se distin- 
guían tres clases de leyes. La primera, que comprende las 
llamadas "Employer's Liability Acts" (Leyes sobre Responsabi- 
lidad de los Patronos) eran las que introducían la menor ino- 
vación en la ley antigua, pues solamente fijaban la cantidad 
máxima y mínima de la indemnización y privaban á los patro- 
nos de algunas de las defensas de que gozaban bajo la ley 
anterior, pero sin dar derecho á los obreros á la indemnización 
en ningún caso en que la causa del accidente no fuese impu- 
table á negligencia del patrono ó de ciertos mandatarios ó al 
incumplimiento por su parte de alguna disposición legal enca- 
minada á la disminución de los peligros del trabajo. A la 
segunda clase corresponden las llamadas "Workmen's Compen- 
sation Laws" (Leyes sobre Indemnización de Obreros) que 
constituyen una modificación radical y revolucionaria de la ley 
antigua. Por estas leyes se impone al patrono la obligación 
de indemnizar á sus obreros en todos los casos de accidentes 
del trabajo que les produzcan lesiones, sean debidos á la neg- 
ligencia del patrono, á los azares inevitables del trabajo, ó á 
la propia negligencia del obrero, siempre que esta no llegue al 
extremo de una infracción voluntaria é intencional de los regla- 
mentos. En la tercera clase se encuentran las leyes, como la 
alemana, que se limitan á establecer un fondo de seguro, ad- 
ministrado por el Estado, que se destina al pago de las 
indemnizaciones. El pago de la prima libera al patrono de 
toda responsabilidad personal por accidentes á sus obreros, 
salvo los ocasionados por su infracción de las leyes relativas 
á las condiciones del trabajo, y se limita el derecho del obrero 
á la indemnización fijada por la ley. 

En 1909 la Legislatura del Estado de Nueva York nombró 
un comité de sus miembros para estudiar las leyes nuevas 
sobre esta materia dictadas en Europa, informar á las Cámaras 
del resultado de sus investigaciones y hacer las recomendaciones 
que estimase convenientes. 

El comité hiza un estudio profundo de la legislación 
Europea, de la condición de la clase obrera en América, es- 
pecialmente en Nuiíva York, y de |a ley a)lí vigente respecto 



tíe la responsabilidad de los patronos por los accidentes del 
trabajo. Terminó recomendando un proyecto de ley que fué 
aprobado por la Legislatura de Nueva York en 1910. 

Problemas de derecho constitucional. Para com- 
prender las dificultades con las que se ha tropezado al adoptar 
en los EE. üU. el nuevo régimen es preciso hacer un ligero 
estudio de la organización política del pais y de la dualidad de 
gobiernos que tantas complicaciones produce. El territorio 
continental de los EE. UU. está dividido entre los cuarenta 
y ocho estados que le componen, el Distrito de Columbia, el 
Territorio de Alaska, y la Zona del Canal de Panamá. Los 
territorios extra-continentales son Filipinas, Puerto Rico, Hawii, 
y algunas islas de menor importancia. Los estados que com- 
ponen la Unión gozan de completa autonomía en su legislación 
en todo lo que afecta su régimen local, con ciertas limitaciones 
establecidas por la Constitución Federal. 

Las constituciones de cada Estado pueden enmendarse 
bajo las condiciones que se establezcan libremente por los 
habitantes de cada estado, pero para enmendar la Constitución 
Federal es preciso el concurso de tres cuartas partes de los 
Estados. En caso de conflicto entre la constitución de un 
Estado y la Constitución Federal esta ha de prevalecer como 
ley suprema. Cuando se estableció la Constitución Federal no 
contenia una enumeración de los derechos fundamentales del 
ciudadano, porque como estos hablan de regirse por cada Es- 
tado respecto de sus propios habitantes, no parecía necesario. 
Pero el temor de la gente de que el Gobierno Federal abu- 
sara de sus facultades dio lugar á que en Septiembre de 1789, 
unos cuantos meses después de entrar en vigor la Constitución, 
se aprobasen diez enmiendas á la misma, cuyos efectos prin- 
cipales eran de prohibir al Congreso que dictara ciertas leyes que 
se consideraban atentatorias á la libertad de los ciudadanos. 
Las prohibiciones más importantes eran las que se referían á 
la libertad de cultos, los derechos de los acusados, y la pro- 
tección de la vida, libertad, y bienes del ciudadano. Pero los 
Tribunales, al interpreter estas enmiendas, declararon que eran 
limitaciones del poder legislativo del Congreso únicamente, y que 
no afectaban á los Estados, de modo que una ley del Congreso que 
privase al ciudadano de su vida, su libertad ó sus bienes sin "el 
debido proceso legal" sería nula por ser anti-constitucional, pero 
no ocurriría lo mismo respecto de una ley de la misma clase 
dictada por uno de los Estados, siempre que no infringiese la 
Constitución del Estado, y como esta dependía de la voluntad de 
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los habitantes ele cada Estado, sin intervención de los demás, 
era posible la existencia en algunos de los Estados de institucio- 
nes, como la exclavitud, que eran rechazados por la concien- 
cia de la mayoria de los ciudadanos de la Unión. La guerra 
civil desterró para siempre esta institución pero al admitid* de 
nuevo en la Unión á los Estados rebeldes se consideraba ne- 
cesario limitar las facultades legislativas de que habian gozado 
antes de la guerra, con el fin de proteger á los negros en el 
uso de los derechos de ciudadanía ^que se les había con- 
ferido con la libertad. Con este fin" se aprobó, en 16 de 
Junio de 1866, la famosa Decima Cuarta Enmienda ala Consti- 
tución, por la que se declara, entre otras disposiciones, que 

"Ningún Estado dictará ni ejecutará ninguna ley que 
limite los privilegios ó inmunidades de ciudadanos de 
los Estados Unidos; ni podrá cualquier Estado privar 
á cualquiera persona de su vida, su libertad, ó sus 
bienes, sin el debido proceso legal; ni podrá negar á 
cualquiera persona dentro de su jurisdicción la protec- 
ción igual de las leyes." 

No corresponde á la materia que nos ocupa estudiar el 
desarollo sorprendente que mediante la interpretación judicial 
ha alcanzado la frase "debido proceso legal" como limitación 
á las facultades legislativas de los Estados. Bastará decir que 
los tribunales han declarado que la "libertad" del ciudadano 
protegido contra la agresión de los Estados comprende la li- 
bertad de contratación y que cualquiera limitación de este de- 
recho que no se funde en razones de orden público ó mora- 
lidad constituye una infracción de la Decima Cuarta Enmienda. 
En muchos casos esta interpretación restrictiva ha sido una 
barrera infranqueable contra la que se han estrellado muchas 
leyes que responden á una verdadera necesidad social. Por 
ejemplo, el Estado de Nueva York dictó una ley por la que 
limitó á diez horas diarias la jornada de los obreros panade- 
ros, fundada en razones sanitarias que parecían suficientes á 
los legisladores de aquel Estado. La Corte Suprema de los 
Estados Unidos anuló esta ley, (Lochner v. New York, \9^ 
U. S. 52) diciendo en su sentencia, 

"A nuestro juicio no existe fundamento alguno ra- 
cional para considerar á esta ley como necesaria ó ade- 
cuada como medida sanitaria para la protección de la 
salud pública ó la de los individuos que se dedican al 
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oficio de panaderia Nos parece que su 

verdadero fin y objeto no es otro que el de regular 
las horas del trabajo entre el patrono y sus obreros 
(todos ellos hombres con plena capacidad civil) en un 
„ negocio particular, sin peligro alguno para la moralidad y 
que no es verdaderamente perjudicial á la salud de los 
obreros. Bajo tales circunstancias la libertad del pa- 
trono y del obrero de celebrar mutuamente contratos 
referentes á su empleo, y determinar sus condiciones, 
no puede ser coartada ni prohibida sin infracción de 
la Constitución Federal." 

La importancia de esta decisión es evidente. En ella la 
Corte, si bien reconoce implícitamente que la legislatura puede 
dictar leyes que regulan el contrato de trabajo cuando razones 
sanitarias ó de moralidad las hacen necesarias, afirma poseer 
el derecho de determinar por si misma si tales razones son ó 
no bastante para justificar tales leyes. En otras palabras para 
que una ley de esta Índole subsista no es bastante que de su 
necesidad y utilidad estén convencidos los habitantes del Es- 
tado y sus representantes en el cuerpo legislativo, sino también 
los Magistrados de la Corte Suprema Federal. 

Esta sentencia se dictó en 1905 y fué duramente criticada. 
Los reformadores que luchaban para mejorar la situación de la 
clase obrera hacian ver que la "libertad de contratación" entre 
el patrón y el obrero, tan celosamente defendida por los in- 
terpretes de la Constitución, en la vida práctica era un mito, 
puesto que la dura necesidad obligaba al obrero á aceptar el 
trabajo en la mayoría de los casos bajo las condiciones que 
se impusiesen por patrono, sean cuales fuesen, sobre todo 
cuando se trata de los oficios no agremiados. 

El arrendamiento de servicios en el derecho 
común americano. Además de la cuestión constitucional, 
para comprender el alcance de la reforma propuesta, es preciso 
tener presente los preceptos del derecho común americano por 
los que se regulan los derechos y obligaciones de los obreros 
y patronos en los casos de accidentes en el trabajo 

El deber legal del patrono, con arreglo al derecho común 
americano, es, 

(a) Mantener el local en que ha de trabajar el obrero 
en condiciones razonables de seguridad. 

(b) Suministrar aparatos y herramientas en buenas condi- 
ciones para el uso á que se destinan. 
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(d) Tomar las precauciones ordinarias aconsejadas pof 
la prudencia y la experiencia en la reglamentación de las ope- 
raciones de su industria. 

(e) Aconsejar é instruir á los obreros jóvenes é inexper- 
tos respecto de los peligros del empleo. 

Esta enumeración de las obligaciones del patrono indica 
que el fundamento de la responsabilidad que produzca su in- 
cumplimiento es la culpa ó negligencia. Si á pesar de haber 
tomado el patrono las precauciones exigidas por la ley ocurre 
algún accidente que produzca lesiones ó muerte al obrero en 
el curso de su empleo, el patrono no es responsable. Además, 
durante el siglo pasado los tribunales ingleses y americanos 
establecieron por medio de sus fallos tres doctrinas sumamente 
importantes, cuyo efecto era restringir notablemente la respon- 
sabilicted.Mgal del patrono'! E^tas doctrinas son, 

{áj La defensa de la negligélicia contributiva; 

(h) La exensión de responsabilidad por los efectos de 
la culpa ó negligencia de uno de los obreros repecto de los 
demias obreros del mismo patrono; y^ 

fe) La defensa de la aceptación por el obrero del nesgo 
del emplet).,^ , -' 

Erd-er^cbó'Cbmúfi'no' soramente exige del patrono que 
sea diligente sitio que impone la misma obligación al obrero. 
Pero puede ocurrir, y con frecuencia ocurre, en los casos en 
que el obrero sufre lesiones en el trabajo, que ha habido 
negligencia de parte de ambos. Por ejemplo, supongamos que 
en una fabrica exista un aparato movido por ruedas dentadas 
y que el patrono ha omitido de cubrir el engranaje; que el 
operarlo encargado de la operación del aparato tiene conoci- 
miento de la existencia del peligro pero que por estar dis- 
traído, hablando con otros durante el trabajo, mete la mano 
en el engranaje y pierde un dedo. En este caso es evidente 
que si bien la negligencia del patrono hizo posible el acci- 
dente, su verdadera causa próxima era el descuido del operario. 
El derecho común no distinguía grados de negligencia. Aunque 
la negligencia del patrono fuere crasa y la del obrero levisima, 
siempre que su relación con el accidente era tal que sin ella 
la negligencia del patrono por si sola no hubiera ocasionado 
el accidente, el obrero no tenía derecho á la indemnización. 
Esta es la doctrina de la negligencia contributiva. 

La regla denominada "fellow servant rule" liberaba al 
patrono de responsabilidad por los accidentes ocasionados 
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á cualquiera de sus obreros por culpa de otro obrero empleado 
en la misma industria. Con arreglo al derecho común ameri- 
cano, el patrono es responsable á terceras personas por los 
daños y perjuicios que sufran como consecuencia de los actos 
negligentes de sus obreros cometidos con ocasión de su empleo 
(Cyc, Vol. 20, p. 163) pero hace muchos años un tribunal in- 
gles estableció la doctrina que esta responsabilidad no existia 
respecto de los compañeros del obrero negligente. La doctrina 
ha sufrido varias modificaciones desde que fué aceptado por 
los tribunales americanos, pero el principio general subsiste. 
La razón en que se funda es que el riesgo de actos negligen- 
tes de los demás obreros es uno de los peligros inherentes 
en el empleo y que lo acepta el obrero al entrar al servicio 
del patrono. Ha habido mucha diacü«*ón sebr^Jo que signi- 
fica la frase "fellow servant'l-(compafíerb^fle -^^ab^iS') y mucha 
divergencia en los criteríer^^ dé'lbs jueces. *' T"' 

La doctrina de la syéegtáción de riesg%^j(assumption óf»risk) 
comprende no solamdite 'los riesgos n|£e|ar|(amente inherentes 
en el trabajo sino er^ciertos casos lofr^gos extraordinarios 
y anormales. Cuandé^*^ riesgo es de "^a ultima clase Ja 
presunción de su acepta^ié%por el obrero solo nace de la pruj^ba 
de que tuvo ó debió ten^r^cG^nocimiento de su ex^t?éhp[aí" La 
doctrina se expresa por Lábfegt' (^mo^ 8, *i:í'*.5f73)^n"íos tér- 
minos siguientes: "^'*--*-«^.. ^ ,. ^i*---^ 

"Si el obrero antes ó después de entrar en el de- 
sempeño de su cometido se ha enterado ó debió ha- 
berse enterado, mediante la diligencia debida, de que 
los riesgos ordinarios de su empleo han sido agrava- 
dos por condiciones anormales producidos por la neg- 
ligencia del patrono ó de los representantes de este y 
ha aceptado el empleo ó ha continuado desempeñán- 
dolo sin protestar y sin recibir promesa alguna de la 
mejora de las condiciones, su aceptación tacita de las 
condiciones comprende el riesgo adicional y es equiva- 
lente á una renuncia de cualquier derecho que de otro 
modo hubiera podido tener á pedir una indemnizaición 
por cualquiera lesión que sufra con motivo de la exis- 
tencia de tal riesgo." 

El efecto práctico de esta doctrina es evidente. Si el 
defecto de un aparato es patente y el amo se niega á repa- 
rarlo, el obrero puede elegir entre correr el riesgo que ha 
previsto ó abandonar el empleo. 
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La Ley de Accidentes del Trabajo de Nueva York. 

Tal era, á grandes rasgos, la situación legal cuando en 1910 
el Cuerpo Legislativo de Nueva York dictó su célebre Ley de 
Accidentes del Trabajo. Por sus términos era aplicable úni- 
camente á determinadas industrias, calificadas de peligrosas, 
entre otros los ferrocarriles, construcción de puentes, construc- 
ción de túneles y reparación de lineas eléctricas cargadas de 
electricidad. Imponía á los patronos de los obreros y artesanos 
empleados en tales industrias la obligación de pagarles la in- 
demnización fijada por la ley en todo caso de incapacidad total 
ó parcial producida por accidentes en el trabajo ocasionado 
por cualquier x\Q.^go inherente en la naturaleza del mismo ó 
que hubiese sido ocasionado por la omisión por parte del pa- 
trono ó (le citíilqiiiera de sus agentes ó empleados de emplear 
la debida diligencia para evitar el mal, ó de cumplir con cual- 
quiera ley que regulase la industria, siempre que la incapaci- 
dad durase mas de dos semanas. El patrono no era respon- 
sable si el accidente era debido á la mala conducta grave ó 
voluntario del obrero. Este podia optar entre aceptar la in- 
demnización fijada por la ley ó ejercer sus derechos bajo el 
derecho cDmun mediante una acción ordinaria contra el patrono. 
En caso de la muerte del obrero su viuda ó parientes tenian 
derecho á una indemnización equivalente á mil dos cientos jor- 
nales, siempre que no pasase de v$3000.00. En caso de incapa- 
cidad total obsoluta la indemnización se fijaba en un cincuenta 
por ciento del promedio del sueldo del obrero, que no podía 
exceder de $10.00 semanales ó durar mas de ocho años. 

Respecto de las industrias comprendidas, la ley constituía 
un cambio radical del derecho vigente en la materia, puesto que, 

(a) Hacia recaer sobre el patrono todos los riesgos in- 
herentes en el trabajo; 

(I?) Le hacia responsable, derogando la "fellow servant 
doctrine," de los accidentes ocasionados por la negligencia de 
sus empleados; 

(c) Derogaba la defensa de la negligencia contributiva, 
puesto que los actos propios del obrero le privaban del derecho 
á la indemnización solamente en el caso de "la mala conducta 
grave y voluntaria del obrero." 

A los pocos dias de dictarse la ley un tal Ivés, empleado 
de la compañía ferroviaria South Buffalo Railway Co. demandó 
á esta alegando que había sufrido lesiones causadas por peli- 
gros inherentes en su empleo, que había quedado incapacitado 
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para el trabajo durante- tres semanas como consecuencia de 
estas lesiones y pedia que se condenare á la compañía deman- 
dada á pagarle la indemnización fijada por la nueva ley. La 
compañía demandada admitió la certeza de los hechos alega- 
dos/ limitando su defensa á la impugnación de la ley como 
anti-constitucional. Se dictó sentencia á favor del demandante 
y la demandada apeló. En 24 de Marzo de 1911 el Tribunal 
Supremo de Nueva York (201. N. Y. 271; 34 L. R. A. (n.s.) 162) 
resolvió el asunto á favor de la demandada, declarando nula 
la ley por ser contraria á la Constitución. 

Probablemente ningún fallo judicial dictado en América 
después del asunto Dred Scott ha producido tanta exitación. 
Fué criticado duramente por los periódicos mas serios de la 
nación. El Sr. Roosevelt lo calificó de "ultraje abominable" y 
empezó á abogar por la abolición de la facultad de los jueces 
de anular las Leyes. Por otra parte el elemento conservador 
celebraba el fallo como victoria de primer orden. Desgracia- 
damente no era posible elevar el asunto á la Corte Suprema 
de los Estados Unidos puesto que la ley solamente permite 
la apelación cuando el Tribunal Supremo del Estado deniega 
el derecho constitucional invocado. 

El Tribunal de Nueva York declaró que no consideraba 
anti-constitucíonal la derogación de la regla por la que el pa- 
trono se libraba de responsabilidad por los perjuicios ocasio- 
nados á algunos de sus obreros por la negligencia de otros 
ni tampoco la abolición de la defensa de la negligencia con- 
tributiva del obrero. El defecto de la ley, á juicio del Tribu- 
nal, consistía en hacer responsable al patrono de los peligros 
inherentes de la industria, ó sea de los accidentes ocasionados 
sin culpa alguna de su parte ni de parte de sus mandatarios. 
Respecto de esta responsabilidad el Tribunal declaró: 

"Cuando se establecieron nuestras constituciones era prin- 
"cipio del derecho patrio que nadie que no hubiese incurrido 
"en culpa ó negligencia de ningún genero podría ser obligado 
"á responder de la indemnización de daños ó perjuicios su- 
"fridos por otro. Este principio aun rige, salvo respecto de 
"los patronos comprendidos en esta ley, y en cuanto á estos 
"la nueva ley dispone que serán responsables de cualquier 
"accidente que sufra cualquiera de sus obreros con ocasión 
"de su empleo y que se deba total ó parcialmente á cualquier 
"riesgo ó peligro necesario del trabajo ó que sea inherente 
"en su naturaleza, con la salvedad de quedar exentos de res- 
"ponsabilidad por los accidentes debidos total ó parcialment(? 
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"á la mala conducta grave y voluntaria del obrero lesionado. 
"Se admite que esta responsabilidad es extraña al derecho 
"común y nosotros creemos que constituye palpablemente 
"una privación de libertad y bienes, protegidos por la Cons- 

"titución Federal y la del Estado r Al 

"sentar esta conclusión no hemos dejado de tener en cuenta 
"los argumentos poderosos de orden económico y socíoló- 
"gico que se han aducido en apoyo de la ley. No cabe duda 
"respecto de la teoría en que esta ley descansa. Su propo- 
"sición fundamental es que los riesgos inherentes en una indus- 
"tría debían, en rigor de justicia, corresponder al patrono, quien 
"podrá protejerse contra toda pérdida mediante un contrato de 
"seguros, y tal aumento proporcional en el precio de sus pro- 
"ductos que sea necesario para que el gasto se suporte en 
"definitivo por los consumidores; que la indemnización debida 
"al obrero lesionado debe considerarse como parte del costo 
"de la explotación de la industria, precisamente como lo es 
"el costo de la renovación ó reparación de la maquinaria, 
"aparatos y herramientas gastadas ó averiadas; que bajo el 
"sistema actual la pérdida recae directamente sobre el obre- 
"ro, quien, casi invariablemente, carece de medios de sopor- 
"tarlo, é indirectamente y en difinitivo sobre la nación, que 
"sufraga por medio de sus contribuciones los gastos del sos- 

"tenimiento de las clases indigentes; Ei argumento 

"de que los riesgos á que se expone el obrero deben ser 
"soportados por el patrono como inherenres á la industria 
"puede ser irrefutable en el orden económico, pero se halla 
"en abierta contradicción con el principio de derecho de que 
"á ningún patrono se le puede obligar á que asuma un riesgo 
"que es inseparable del trabajo del obrero y que pueda exis- 
"tir aunque el patrono ejerza una diligencia superior á la que 
"la ley mas severa podría exigirle. Si se puede imponer al 
"patrono que no ha omitido deber alguno legal y que no ha 
"cometido acto alguno reprensible, una responsabilidad funda- 
"da únicamente en una determinación arbitraria de la legisla- 
"tura en cuanto á la índole peligrosa de su industria, enton- 
"ces se le puede imponer una contribución especial para 
"sufragar los gastos de hospitales y otras instituciones de 
"beneficencia bajo la teoría de que se destinan en gran par- 
"te á remediar males ocasionados por su industria. En últi- 
"mo término, esto no es otra cosa que tomar los bienes de 
"A" para darlos á "B" y esto no lo permite nuestra Consti- 
"tucióUr" 
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Én efecto, por esta sentencia se resuelve que si bien el 
poder legislativo puede validamente derogar la ley en cuanto 
por la "fellow servant doctrine" imponía al obrero el riesgo de la 
negligencia de sus compañeros y hacer que la responsabilidad 
recaiga sobre el patrono y que la derogación de la doctrina de la 
negligencia contributiva, tampoco infringe la Constitución, esta 
ley fundamental invalida toda disposición por la que se trata 
de imponer ai patrono el riesgo de los peligros inherentes é 
inevitables del trabajo y que no han sido aumentados por su 
culpa ó negligencia. La Corte sostiene que el principio jurí- 
dico de que nadie será responsable de los daños y perjuicios 
incurridos por otro si no han sido causados por su culpa ó 
negligencia, se halla tan firmemente radicado en nuestro dere- 
cho que su derogación infringiría la Constitución. 

El pueblo del Estado de Nueva York, poco después de 
dictarse el fallo en el asunto Ivés, aprobó una enmienda á la 
Constitución del Estado por la que se autoriza expresamente 
al Poder Legislativo para dictar una Ley de Accidentes del 
Trabajo fundada en los mismos principios rechazados por la 
Corte, pero como el fundamento de la sentencia es la infrac- 
ción no solamente de la Constitución del Estado sino también de 
la Constitución Federal, la enmienda de aquella no puede re- 
mediar la dificultad, á no ser que la Corte Suprema de los 
Estados Unidos la diese una interpretación distinta de la que 
obtuvo en Corte de Nueva York. 

La jurisprudencia de la Corte Suprema de los EE. 
UU. Un año, poco mas ó menos, después de la publicación del 
fallo dictado en el asunto íves, la Corte Suprema de los Estados 
Unidos dictó sentencia en un asunto en el que se discutia la 
constitucionalidad de la Ley sobre Responsabilidad de los Pa- 
tronos (Employer's Liability Act) dictada por el Congreso en 
1910. Esta Ley, como hemos tenido ocasión de ver, se aplica 
únicamente á los empleados de las empresas ferroviarias su- 
jetas á la jurisdicción del Congreso. Respecto de tales em- 
pleados impone á las empresas ferroviarias responsabilidad por 
¡as lesiones corporales que sufran aquellos con ocasión ó por 
consecuencia de su trabajo, aun cuando sea debido á la neg- 
ligencia de un compañero. Deroga completamente la defensa 
de la negligencia contributiva y establece en su lugar el prin- 
cipio de la negligencia proporcional ó comparativa. Deroga 
la defensa de la aceptación del riesgo en todos los casos en 
que la infracción por el patrono de alguna ley relativa á las 
medidas de prevención de accidentes ha contribuido al acci- 
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dente, y en tal caso no permite que se tenga en cuenta la negli- 
gencia propia del empleado aun para la reducción proporcio- 
nal de la indemnización. La Ley fué impugnada por las mismas 
razones aducidas contra la Ley de Nueva York, pero la Corte 
Suprema Federal declaró que el Congreso, al dictarla, no 
había infringido la Constitución y que la derogación de la 
"fellow servant doctrine" y de la doctrina de la negligencia 
contributiva no constituía una extralimitación de los poderes 
legislativos del Congreso. La Corte dijo eri parte: 

"Nadie tiene un derecho de propiedad ó derecho ad- 
quirido respecto de cualquiera de los preceptos del de- 
recho común. Tales preceptos constituyen parte del 
cuerpo del derecho, pero no están revestidos de un 
carácter mas sagrado que otros preceptos que forman 
con ellos el conjunto del derecho. De los derechos 
de propiedad que se han creado como resultado de la 
aplicación de tales preceptos nadie puede ser privado 
sin el debido proceso legal (due process of law); pero 
el precepto mismo, como regla de conducta, puede ser 
modificado . . . . á voluntad de los legisladores, á no 
ser que la modificación sea de los vedados por las li- 
mitaciones impuestas por la Constitución al poder legis- 
lativo. Precisamente es la función especial del poder 
legislativo remediar los defectos que por la experiencia 
se encuentren en el derecho común, y adaptarlo á los 
cambios del tiempo y de las circunstancias." (Mondou 
V. N. Y. etc. .RR. Co. 223 U. S. i) 

Puesto que la "Federal Employer's Liabílity Act" no trata 
de imponer á las empresas ferroviarias responsabilidad alguna 
que no sea consecuencia, directa ó indirectamente, de la negli- 
gencia de la empresa ó de alguno de sus funcionarios ó em- 
pleados y no trata de establecer una medida arbitraria de in- 
demnización, como lo hace la Ley de Nueva York y las de 
otros Estados es evidente que en sí misma esta decisión no 
establece jurisprudencia respecto de la validez de tales leyes. 
No obstante, resuelve dos puntos de cardinal importancia, 
puesto que sostiene la validez de la abolición de la "fellow 
servant doctrine" y la de la negligencia contributiva como de- 
fensa absoluta. Pero respecto de la base fundamental de las 
nuevas leyes, ó sea la creación de una responsabilidad abso- 
luta por parte del patrono por daños y perjuicios á sus obre- 
ros sin negligencia de su parte ó de parte de sus empleados, 
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falta saber cual será la opinión de la Corte. Todo el proble- 
ma consiste en determinar si es lícito, cuando por un caso 
puramente fortuito es lesionado un individuo, tomar los bienes 
de otro para indemnizar al perjudicado, solamente porque este 
ha a*"rendado sus servicios á aquel y estaba cumpliendo el 
contrato cuando sufrió el accidente. 

Efectos de la sentencia en el asunto Ivés. La 
decisión de la Corte de Apelaciones de Nueva York en el asun- 
to de Ivés, sea cual fuere la opinión respecto de si es ó no 
errónea, tuvo un efecto marcado sobre la legislación, respecto 
de la materia que nos ocupa, en los demás Estados de la 
Unión. Todos, con la excepción de California, han procurado 
evitar en cuanto sea posible, los caracteres que principalmen- 
te dieron lugar á la anulación de la Ley de Nueva York. Uno 
de los defectos que la oposición atribuía á esta Ley^era que sus 
disposiciones eran obligatorias para los patronos y obreros de 
las industrias comprendidas, de modo que las obligaciones y 
derechos recíprocos en caso de accidente nacidos de un con- 
trato de arrendamientos de servicios variaban radicalmente se- 
gún la clase de servicio que se había de prestar, y se arguia 
que esto infringía el precepto constitucional del derecho de 
todos á la igualdad en la protección de las leyes. Con el fin 
de obviar esta dificultad las Leyes de Accidentes del Trabajo 
dictadas en los Estados de Illinois, Kansas, lowa, New Jersey, 
Wisconsin y otros se han redactado de tal modo que queda á 
la libre elección conjunta de patronos y obreros en las indus- 
trias comprendidas, determinar si sus derechos y obligaciones 
respectivas en casos de accidentes del trabajo se han de re- 
gir por la nueva Ley, con su principio de responsabilidad ab- 
soluta é indemnización fija, ó por los preceptos del derecho 
común. Los protagonistas de las leyes de esta clase arguyen 
que puesto que todos los derechos, salvo los de orden públi- 
co, son renunciableSj la aceptación voluntaria del nuevo siste- 
ma por patronos y obreros eliminará toda discusión respecto de 
su constitucionalidad. Pero para que la Ley no sea letra muer- 
ta, al propio tiempo se derogan, para los patronos de las in- 
dustrias calificadas de peligrosas, las defensas principales de que 
gozaban, como son la "fellov^ servant doctrine", la defensa de 
negligencia contributiva, y, en algunos casos, la de la aceptación 
de riesgos ordinarios por el obrero. Como hemos visto, la le- 
galidad de la derogación de dos de estas defensas— "fellow 
servant doctrine" y negligencia contributiva— se ha declarado 
constitucional por la Corte Suprema Federal, de modo que el ries- 

3 
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go á que se expone el patrono se ha aumentando notablemente. 
Con solo hacerle responsable por el dafio que sus obre- 
ros puedan sufrir con iTW)tivo de la negligencia de cualquiera 
de sus compañeros de trabajo, motivo sobrado tiene el pa- 
trono de aceptar el riesgo conocido y difinitivo de la indem- 
nización fija establecida por la ley en lugar de exponerse al 
peligro indefinido del fallo de un jurado. Para los obreros la 
elección tampoco es dudosa entre la tramitación rápida y sen- 
cilla establecida por las nuevas leyes y el* proceso lento del 
derecho común. En la mayor parte de las leyes, además, se 
establece que si el patrono asegura el pago á sus obreros de 
la indemnización, sea con el Estado ú otro asegurador acep- 
tado, se libera de toda responsabilidad personal por los acci- 
dentes del trabajo, y las reclamaciones se dirigen directamente 
contra el asegurador. 

Sistema de seguros por el Estado. Otros Estados, 
entre ellos Washington y Ohio, han dictado Leyes asimiladas al 
sistema Alemán de seguros por el Estado contra los accidentes 
del trabajo. Por este sistema el Estado asume el riesgo de 
los accidentes del trabajo en las industrias calificadas de peli- 
grosas, librando completamente á los patronos de toda respon- 
sabilidad legal en tales casos, salvo que se hayan ocasionado 
por imprudencia temeraria ú omisión de las precauciones ex- 
presamente preceptuadas; para hacer frente á esta obligación se 
imponen contribuciones especiales á los patronos de las indus- 
trias comprendidas en el sistema. El importe de esta contri- 
bución se fija en un tanto por ciento de la cantidad anual de- 
sembolsada en el pago de sueldos, variando su proporción en 
relación con el mayor ó menor riesgo inherente en el trabajo, 
determinado por la estadística de los accidentes. Los que abogan 
por este sistema arguyen que su establecimiento encuentra su 
apoyo legal en el ejercicio por el Estado de su facultad de imponer 
contribuciones para fines de intereses público y que puesto que 
en lugar de imponer al patrono una responsabilidad absoluta 
por los accidentes del trabajo le libera de toda responsabilidad 
no se infringen los preceptos constitucionales que hicieron 
fracasar la Ley de Nueva York. 

En California se adoptó primero el principio de elección, 
pero desde el l.o de Enero de 1914 rige una Ley que com- 
prende en sus disposiciones á los empleados de todas clases 
sean del Estado ó particulares, con unas cuantas excepciones 
de poca importancia, y por sus términos impone una respon- 
sabilidad personal é ilimitada á todo arrendatario de servicios 
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para el pago de la indemnización establecida en caso de acci- 
dente en el trabajo. 

Puesto que las Leyes de Californjj^ y de Washington pueden 
ser considerados respectivamente como ejemplos típicos de las 
clases á que respectivamente pertenecen haremos un estudio 
de sus principios y de los efectos que han producido en la 
práctica. 

La Ley del Estado de Washington. La Ley de 
Washington, después de una exposición de motivos, determi- 
na cuales son las industrias que se califican de peligrosas; 
dispone que cualquier obrero ó empleado dedicado á tales 
industrias que sufra con ocasión de su empleo una lesión 
accidental que le produzca incapacidad para el trabajo, total ó 
parcial, permanente ó temporal, tendrá derecho á la indemni- 
zación que en la misma Ley se establece, en lugar de todo 
derecho de acción contra el patrono, cuyo derecho, en caso de 
su muerte, se transmite á determinados parientes. Si el patrono 
toma parte personalmente en los trabajos de su industria tiene 
el mismo derecho á la indemnización que sus empleados, en 
caso de accidente. Se determina por el Artículo Cuatro el im- 
porte de la contribución impuesta, para crear el fondo de se- 
guro, á los propietarios de las industrias designadas. La can- 
tidad de la contribución se determina en relación con el im- 
porte total de lo que cada patrono contribuyente paga á sus 
obreros en concepto de sueldo, variando el tipo según el grado 
« de riesgo que se corra en cada industria, quedando autoriza- 
dos los funcionarios á quienes se encomienda la ejecución de 
la Ley para aumentar ó disminuir los tipos si la experiencia 
demuestra que los fijados por la Ley son mayores ó menores 
que los necesarios para mantener el fondo de seguro. La in- 
demnización se paga mensualmente á la familia del obrero, en caso 
de su muerte, se vivían de su trabajo, variando la cantidad en 
proporción al número de individuos y grado de parentazco, y al 
obrero mismo en caso de incapacidad. La indemnización va- 
ria, en proporción á la importada y extensión de la incapaci- 
dad; y en relaión con la cantidad máxima que la ley fija para 
el caso de incapacidad absoluta y permanente. 

La Corte Suprema del Estado de Washington, en Septiembre 
de 1911, declaró que esta Ley no es ante-constitucional. Esta 
sentencia se dictó en el asunto de State v. Clausen, 65 
Washington, p. 156. Se interpuso inmediatamente una apela- 
ción para ante la Corte Suprema Federal donde se halla actual- 
mente pendiente de fallo, 
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En el asunto Clausen se impugnó la Ley bajo los funda- 
mentos siguientes, entre otros: 

(a) Que es violatoga de aquellos preceptos de la Cons- 
titución Federal que proHiben á los Estados dictar leyes que 
priven á cualquiera persona de sus bienes sin el debido, pro- 
ceso legal. 

(b) Que es violatoria de los preceptos de la Constitución 
del Estado que disponen que á ningún ciudadano se concede- 
rá privilegio alguno que no se conceda, bajo idénticas condi- 
ciones, á todos los demás. 

(c) Que es violatoria de aquellos preceptos de la Constitu- 
ción del Estado que las contribuciones impuestas serán iguales 
y uniformes. 

Como dijo la Corte en su sentencia, son dos las propo- 
siciones en que principalmente se fundó el argumento contra 
la validez de la ley, que son, 

(a) Que la obligación impuesta por la ley se crea sin 
culpa ó negligencia por parte del obligado, y 

(b) Que toma los bienes de unos para con ellos atender 
a las obligaciones de otros. 

Respecto de estos argumentos dijo la Corte: 

"Es evidente que estas opiniones tienen una base en 
los hechos y á primera vista constituyen un argumen- 
to persuasivo contra la validez de la Ley; puesto que 
se exige de cada patrono que se dedica á una ó mas 
de las industrias calificadas de peligrosas una cantidad 
fija en relación con lo que paga en concepto de suel- 
dos, cuya cantidad se destina á indemnizar aquellos 
obreros de las industrias peligrosas que sufren lesiones 
corporales, sin que importe que el accidente se deba 
á la culpa del patrono ó á la negligencia del obrero, 
se puede decir que parte de la cantidad asi exigida se 
destinará al pago de indemnización en casos en que el 
accidente no es imputable en manera alguna á la cul- 
pa del patrono; y además puesto que todos los patro- 
nos están obligados á pagar la contribución, aunque 
ninguno de sus propios obreros haya sufrido lesión algu- 
na y puesto que, con arreglo al derecho común, el pa- 
trono solo es responsable de las indemnizaciones á que 
tengan derecho sus propios obreros, se puede decir ade- 
más que en virtud de esta Ley unos patronos quedan res- 
ponsables por las obligaciones de otros." 
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La Corte luego trata de demostrar que aunque sea cierto 
que tales son las consecuencias necesarias de la aplicación de 
la Ley, esto no implica necesariamente su invalidez. Se cita 
muchas Leyes de otros Estados, cuya constítucionalidad se ha 
reconocido por los tribunales, por las cuales puede surgir una 
responsabilidad legal sin culpa ó negligencia por parte del res- 
ponsable y en cuya virtud se toman los bienes de unos para 
satisfacer - las obligaciones de otros. La cuestión verdadera 
que se presenta en opinión de la Corte, no es la de si la Ley 
ha de producir las consecuencias que se señalan por los que 
la impugnan sino la de si por ella se fomenta la seguridad, 
la salud, y el bienestar general. 

La Corte opinó que la potestad para dictar tales leyes emana 
del dominio eminente inherente en todo Estado, y que le fa- 
cultan para reglamentar el ejercicio del derecho de propiedad 
en todas sus manifestaciones y someterlo á las limitaciones que 
el bien general aconseja. Como ejemplos de leyes que impo- 
nen responsabilidad sin culpa y toman los bienes de unos para 
satisfacer obligaciones ajenas sin ser por esto anti-constitucío- 
nales la Corte citó una Ley del Congreso (Secs. 4585 y 4803, 
Revised Statutes) que impone una contribución de cuarenta 
centavos mensuales, por cada marinero que emplean, á los na- 
vieros propietarios de barcos del cabotage de los Estados Uni- 
dos, cuya contribución se destina á crear un fondo para soco- 
rrer á los marineros enfermos ó incapacitados; las leyes que 
imponen á las empresas ferroviarias una responsabilidad ab- 
soluta, con omisión de toda cuestión de culpa ó negligen- 
cia, por los incendios ocasionados por las chispas emitidas 
por sus locomotoras; leyes que hacen responsables á los 
propietarios de fincas arrendadas á taberneros de los daños y 
perjuicios ocasionados por la embriaguez producida por la venta 
de bebidas alcohólicas efectuada por el arrendatario; y finalmen- 
te la "Oklahoma Depositors Guaranty Law" que obliga á todos 
los bancos organizados en virtud de las leyes del Estado de 
Oklahoma á pagar una contribución de un tanto por ciento de 
los saldos acreedores diarios de sus cuentas corrientes con el 
fin de crear un fondo con que indemnizar á los depositarios 
de los bancos que quiebren. Esta última Ley fué impugna- 
da por las mismas razones aducidas contra la Ley de Acciden- 
tes del Trabajo puesto que toma los fondos de los bancos 
bien administrados para pagar las perdidas ocasionadas por la 
mala administración de otros, pero la Corte Suprema de los 
Estados Unidos (Noble State Bank v. Haskell, 219 U.S. 104) 
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declaró que la Ley era valida en virtud de razones que la Corte 
de Washington estimó igualmente aplicables al asunto que te- 
nía á la vista. Aplicando por analogía la doctrina de las senten- 
cias citadas, la Corte de Washington desestimó la oposición á 
la Ley y declaró que era perfectamente válida y constitucional. 
La Ley del Estado de California. La Ley de Acciden- 
tes del Trabajo vigente en California es en muchos respectos lá 
más rigorosa de cuantas se han establecido en América. Empezó 
á regir el día l.o de Enero de 1914. En sus artículos 3 al 11 
autoriza la constitución de una Junta de administración com- 
puesta de tres miembros, determina su organización y prescribe 
sus facultades. Los artículos 12 al 35, inclusives, establecen 
el principio de la indemnización obligatoria de los daños y 
perjuicios sufridos en los accidentes del trabajo, hayan sido cau- 
sados ó no por la negligencia del patrono, y la hacen aplicable 
á todos los empleados, tanto del Estado y sus divisiones po- 
líticas, como de los particulares, exceptuándose únicamente (a) 
los criados domésticos; (b) los obreros empleados en la agri- 
cultura; y (c) los trabajadores cuyo empleo sea á la vez casual 
y extraño al oficio y ocupación habitual de la persona que los 
emplea. Para todos los empleados,— cuya palabra comprende, 
en su definición estatuaria, toda persona, con las excepciones 
notadas, que presta servicio á otros en virtud de cualquier con- 
trato de arrendamiento de servicios— el derecho á la indemni- 
zación determinada por la Ley es el único que puede utilizar 
el empleado incapacitado, absoluta ó parcialmente, como con- 
secuencia de un accidente del trabajo, á no ser que este se 
deba á la culpa crasa y personal del patrono, en cuyo caso 
el empleado, á su elección podrá aceptar la indemnización 
fijada por la Ley, ó ejercitar. contra el patrono culpable una acción 
ordinaria de daños y perjuicios. Por otra parte, si el accidente se 
hubiese ocasionado por la mala conducta voluntaria ó la embria- 
guez del empleado pierde todo derecho á la indemnización. La 
indemnización autorizada por la Ley comprende todos los gastos 
por asistencia médica durante los noventa días subsiguientes al 
del accidente. El derecho del empleado se limita á esta asisten- 
cia si la incapacidad no dura mas de dos semanas. Si excede de 
este tiempo y la incapacidad es temporal, recibe un sesenta y 
cinco por ciento de su sueldo mientras dura la incapacidad. 
Si esta fuese permanente, la indemnización se gradúa propor- 
cionalmente á la pérdida de capacidad. En caso de muerte 
las personas que vivían de su trabajo, dentro de ciertos lími- 
tes, reciben el triple del sueldo de un año, calculado mediante 



las reglas fijadas por la Ley. Los Artículos 22 al 28 deter- 
minan en parte el procedimiento que se ha de observar en la 
tramitación ante la Junta de las reclamaciones que se formulen 
para obtener la indemnización acordada por la Ley. La com- 
petencia única para conocer de estas reclamaciones se confiere á 
la Junta, cuyos fallos son definitivos respecto de los hechos y son 
apelables á los Tribunales solamente en caso de infracción de ley. 
Los Artículos 34 y 35 autorizan al patrono á efectuar seguros, 
con el Estado ó con aseguradores particulares, para el pago 
á sus empleados de la indemnización y al hacerlo queda libre 
de toda responsabilidad personal con tal motivo, salvo la que 
nace de su negligencia personal y extraordinaria. Los Artícu- 
los 36 al 50 inclusives crean un fondo de seguro, que admi- 
nistra la Junta, con el fin de asegurar al patrono, á su elección, 
contra el riesgo del pago de la indemnización y proveen á la 
administración del fondo, al cual se limita la responsabilidad 
del Estado como asegurador. Los Artículos 51 al 72, inclu- 
sives, tratan de la obligación de los patronos de proveer los 
mecanismos de prevención que á juicio de la Junta sean ne- 
cesarios ó convenientes y les autoriza para hacer las inspec- 
ciones que estimen necesarias para determinar las mejoras en 
este ramo que sean de desear. Las disposiciones que se dicte 
por la Junta sobre esta materia son apelables. 

De este breve resumen de la Ley de California se verá que 
sus caracteres principales son: 

(a) La extensión de su alcance; 

(d) Su carácter de obligatorio; 

(c) El sistema de seguros; y 

(d) La forma de su administración. 

El alcance de la Ley, Todas las demás leyes que 
hemos examinado limitan su aplicación á las industrias califi- 
cadas de excepcionalmente peligrosas, y á los obreros ú ope- 
rarios de tales industrias que hagan trabajos manuales. Pero 
la ley de California comprende lo mismo á las costureras que 
á los albañiles, al ingeniero civil lo mismo que al bracero 
mas humilde. Por lo tanto esta ley presenta problemas de 
derecho constitucional más difíciles que las discutidas en otros 
Estados. La Corte Suprema del Estado de Washington, al soste- 
ner la validez de la Ley de aquel Estado, fundó su criterio 
precisamente en el poder del Estado, en virtud de la potestad 
de dominio eminente, de imponer las condiciones que el bien 
público exija á los que se dedican á industrias especialmente 
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azarosas. Este raciocinio no es aplicable á la Ley de Califor- 
nia y si los Tribunales sostienen su validez en toda su ex- 
tensión tendrán que dar al principio del poder de dominio emi- 
nente una extensión que hasta ahora nunca ha tenido. Si es 
anti -constitucional una ley que limita á diez horas diarias el 
jornal de un panadero, porque coarta su libertad de contratar 
¿no lo será una ley que impide al dependiente de comercio que 
convenga con su patrono que los riesgos inherentes a su ofi- 
cio corran por su cuenta? Sin embargo a este extremo llega 
la Ley de California, al prohibir y declarar nula toda renuncia 
á sus beneficios. 

Aun respecto de las clases de obreros exceptuados, la si- 
tuación del patrono es precaria en extremo. Por otra Ley an- 
terior la Legislatura ha derogado las defensas de la negligen- 
cia de los compañeros de trabajo, y de la aceptación de ries- 
gos, de modo que el médico, por ejemplo, que emplea dos 
pintores para pintar su casa, es responsable de la incapacidad 
que sufra uno de los pintores por negligencia del otro, ó que 
se deba al rompimiento del andamio ó al propio descuido 
del obrero. Si esta incapacidad es absoluta y permanente no 
es probable que el jurado fije la indemnización en una canti- 
dad menor que el que obtendria el pintor si tuviese derecho á 
la indemnización fijada por la Ley de Accidentes del Trabajo, 
que es un 65 por ciento del sueldo que ganaba pagadero du- 
rante el resto de su vida. 

Desde luego el objeto de la ley es obligar á todo el que 
emplea un obrero de efectuar un seguro á favor de este contra los 
riesgos del trabajo, pero resulta un vejamen extraordinario exi- 
gir esto al particular que emplea un jornalero por un día para 
arreglar su jardín. Llevado á este extremo la Ley es absurda 
é injusta. 

El carácter obligatorio de la Ley. El Tribunal Su- 
premo de Massachusetts, al declarar válida la Ley de Acci- 
dentes del Trabajo de aquel Estado, fundó su criterio en gran 
parte en el hecho de ser opcional por parte de los patronos 
y obreros la aceptación de sus disposiciones. En Washington 
la Corte estimó válida una Ley obligatoria, pero ésta solo era 
aplicable á industrias peligrosas, mientras que la Ley de Cali- 
fornia alcanza hasta la teneduría de libros. 

El sistema de seguros. La Ley de California no obliga al 
patrono á asegurarse contra el riesgo que le impone, y por lo 
tanto la insolvencia del patrono puede hacer ilusorio el dere- 
cho del obrero, pero es evidente que ante un riesgo tan tre- 
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friendo el seguro se impone. La Ley permite que esta se efec- 
tué con el Estado ó con cualquiera compañía de seguros y si 
lo hace se libra el patrono de toda resposabilidad personal. 
En caso de 'accidente la acción se dirige directamente contra 
la compañía aseguradora ó el Estado en su caso. Se obliga á 
todos los aseguradores á que sus pólizas, en lugar de protejer 
al patrono contra las reclamaciones de sus obreros, sean pa- 
gaderos precisamente al obrero. Toda póliza de seguro con- 
tra los efectos de la negligencia crasa del patrono es nula. 

El Estado, por medio de la Junta, emite pólizas, en compe- 
tencia con los aseguradores particulares, para protejer al pa- 
trono contra el riesgo de la indemnización. Las primas han 
de ser bastantes para que los ingresos, invertidos al 3-1/2 por 
ciento, constituyan un fondo suficiente para pagar las indemniza- 
ciones y formar un fondo de reserva adecuado. Sí la canti- 
dad recaudada en un año determinado resulta ser mayor que 
la necesaria, se devuelve á los asegurados su parte proporcio- 
nal del sobrante. 

La forma de Administración. La Junta á la que se 
encomienda la ejecución de la Ley tiene facultades casi omnímo- 
das. Está autorizada para determinar su propia forma de procedi- 
miento y establecer las reglas de prueba que estime convenientes. 
Sus fallos no quedan firmes hasta después de cinco años, y 
dentro de este plazo puede modificarlas á instancia de parte ó 
á su propia iniciativa. Sus decisiones, en cuanto á los hechos, 
son inapelables. Fijaá su arbitrio los honorarios de los abogados 
que representan á los empleados y en la práctica los fija en 
cantidades tan insignificantes que pocos son los abogados que 
intervienen. Realmente, hay poca necesidad de intervención 
de abogados de parte de los reclamantes, porque la junta de- 
fiende sus intereses, y siendo indiscutible la responsabilidad 
del demandado, puesto que la cuestión de negligencia queda 
descartada con las excepciones notadas, lo único que hay que 
investigar es la realidad y extensión de la incapacidad. 

La Corte Suprema de California, en el asunto Western In- 
demnity Co. & Pillsbury (151 Pac. Rep. 400) dictada en Agosto 
de este año, ha declarado que la Ley de California no infringe 
la Constitución Federal. La opinión disidente es sumamente in- 
teresante y demuestra con claridad que no se puede considerar 
la cuestión como resuelta hasta que la jurisprudencia de la 
Corte Suprema Federal ponga término al debate. 

Los Accidentes del Trabajo en España.— La Ley 
de Accidentes del Trabajo de España se dictó en 30 de Enero 
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de 1908. Impone á los patronos de las industrias comprendi- 
das en te^ ley una responsabilidad absoluta, haya habido ó no 
negligencia de su parte en los accidentes que sufran sus ope- 
rarios en el trabajo, á menos que el accidente se deba 1 fuerza ma- 
yor extraña al trabaj.0. La enumeración de las industrias afec- 
tas á la Ley comprende los talleres y fábricas en las que se 
emplean maquinaria; minas; construcciones terrestres y navales; 
fábricas de materias explosivas ó inflamables, insalubres ó 
tóxicas; ferrocarriles; y faenas agrícolas y forestales en las que 
se emplea maquinaria. Los empleados protegidos son los ope- 
rarios que se dedican habitualmente á trabajos manuales fuera 
de su domicilio por* cuenta ajena. La indemnización conce- 
dida varia según que la incapacidad sea absoluta ó parcial, tempo- 
ral ó perpetua. Si es temporal se abona el sueldo de dos 
años. Si es parcial, aunque permanente, el patrono puede á 
su elección destinar al obrero á otro trabajo compatible con 
su estado, con igual renumeración, ó pagarle el sueldo de un 
año. La asistencia médica y farmacéutica es por cuenta del 
patrono. En caso de muerte la indemnización se paga á la 
viuda, hijos y demás parientes en el orden y con las condi- 
ciones que la ley establece. 

La Ley crea una Junta Técnica facultada para estudiar 
los mecanismos para prevenir los accidentes del trabajo y 
faculta al Gobierno para determinar en el Reglamento los 
casos en que se debe emplear los mecanismos protectores 
recomendados por la Junta y para establecer las demás condi- 
ciones de higiene y salubridad que sean indispensables en 
cada industria. El incumplimiento de estas disposiciones da 
lugar al aumento de un cincuenta por ciento en la indemniza- 
ción de todo accidente que ocurra en el establecimiento. Los 
patronos pueden librarse de la responsabilidad personal por 
el seguro del obrero hecho á su costo, contra los riesgos de 
la industria, en una compañía de las aprobadas por el Gobier- 
no. Las reclamaciones á que dé lugar la ley corresponden en 
juicio verbal á los Juzgados de Primera instancia. Es nula 
toda renuncia á los -beneficios de la Ley y todo pacto contra- 
rio á sus disposiciones. 

Las Limitaciones constitucionales del poder le- 
gislativo en Filipinas. En las Islas Filipinas, si bien no 
rige ex prop:o vigore la Constitución de los Estados Unidos, 
la legislación federal vigente impone á nuestra legislatura las 
mismas limitaciones impuestas sobre los Estados de la Unión 
por la Décima Cuarta Enmienda. En las Instrucciones del 
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Presidente McKinley á la Comisión de Filipinas, fechada e'n 
Washington el día 7 de Abril de 1900, entre las limitacio- 
nes del poder legislativo conferido á la Comisión, como 
"regla inviolable" se encuentra el precepto de que "ninguna 
persona será privada de su vida, su libertad, ó sus bienes sin 
el debido proceso legal". Cuando por la Ley del Congreso 
de 1.0 Julio de 1902 se autorizó la constitución de la Asam- 
blea Filipina, la primera limitación impuesta por el Articulo 5 
de la Ley al Poder Legislativo de las Islas es la que declara que, 

"Ninguna Ley se dictará en las Islas que prive 
á cualquiera persona de su vida, su libertad ó sus bie- 
nes sin él debido proceso legal, ó que deniegue á cual- 
quiera persona en ellas la igual protección délas leyes". 

En otro inciso del mismo articulo se declara que la impo- 
sición de contribuciones en las Islas se efectuará de manera 
uniforme. 

Estas mismas disposiciones se repiten en el Proyecto de 
Ley redactado por el Congresista Sr. Jones, aprobado por 
la Cámara Baja en la última sesión del Congreso. 

Resulta, pues, que en Filipinas la reforma de la ley vigente 
sobre accidentes del trabajo, si se intentase, presenta los mis- 
mos problemas difíciles que tanto han preocupado al pueblo ame- 
ricano, puesto que es principio aceptado de hermenéutica legal que 
cuando se reproduce en una ley los preceptos de otra se en- 
tiende que se acepta al propio tiempo la interpretación judicial 
que ha recibido. De modo que toda la doctrina ya sentada ó 
que en adelante se siente por la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo de América respecto del alcance y efecto de la céle- 
bre frase "due process of law" será aplicable para determinar 
la validez ó nulidad de cuantas leyes se dicten por la Legis- 
latura Filipina mientras quede sujeto su poder á las restric- 
ciones constitucionales hoy vigentes. 

Necesidad de la reforma. Aunque el desarrollo 
del sistema moderno fabril no ha alcanzado en Filipinas la im- 
portancia relativa en su vida industrial que tiene en los Esta- 
dos Unidos ó en Europa, puesto que la vasta mayoría de sus 
habitantes se dedican á las faenas sencillas de la explotación 
agrícola, es el hecho que el número de obreros empleados en 
fábricas y en industrias que emplean maquinaria va en aumento 
constante. Es evidente que las mismas razones de justicia 
social, de aplicación universal por necesidad, abogan aquí 
por la reforma con la misma fuerza que en otras par- 
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tes, si bien, como tendremos ocasión de probar, nuestras 
leyes han sido y son algo más favorables para el obrero 
que las de America é Inglaterra antes de la reforma. 

El principio fundamental en que descansa nuestra ley res- 
pecto de la responsabilidad de los patronos por los acciden- 
tes que en el trabajo sufran sus obreros es que esa respon- 
sabilidad solo nace cuando el accidente pueda atribuirse á la 
culpa ó negligencia del patrono. "El que por acción ú omisión", 
declara el Código Civil en su Artículo 1902 "causa daño á otro 
interviniendo culpa ó negligencia, será obligado a reparar el 
daño causado." El Artículo siguiente declara que la obliga- 
ción impuesta por el Artículo 1902 es exigible, 

"no solo por los actos ú omisiones propios, sino por 
los de aquellas personas de quienes se debe responder." 

Esta resposabilidad alcanza a 
"los dueños ó directores de un establecimiento ó empresa 
respecto de los perjuicios causados por sus dependientes 
en el servicio de los ramos en que los tuvieran empleados 
ó con ocasión de sus funciones La res- 
ponsabilidad de que trata este artículo cesará cuando 
las personas en él mencionadas prueben que emplearon 
toda la diligencia de un buen padre de familia para 
prevenir el daño." 
El Artículo 1908 del Código, en uno de sus incisos, im- 
pone al propietario la responsabilidad de los daños que re- 
sulten de la exploción de máquinas que no hubiesen sido cui- 
dadas con la debida diligencia. 

Como se ve, por estos artículos, que son los únicos que 
el Código Civil dedica á tan importante materia, la culpa y la 
negligencia constituyen el fundamento único de la responsabi- 
dad por la culpa ó negligencia agena. Esta responsabilidad 
desaparece si el dueño de la industria ó empresa demuestra 
que hizo cuanto pudo para prevenir el daño. 

Es, pues, evidente, que con arreglo al Código Civil, el 
obrero Filipino, empleado de un establecimiento ó empresa, 
asume el riesgo de todos los peligros inherentes al ramo 
de industria á que se dedica, incluso el riesgo de accidentes 
producidos por la culpa ó negligencia de sus compañeros de 
trabajo, si en la elección de estos el patrono ha tomado las 
precauciones razonablemente necesarias para determinar si 
tenían la capacidad necesaria para el desempeño de las fun- 
ciones que se les han encomendado, 
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Sobre si se estimarían aceptados por el obrero los riesgos 
extraordinarios ocasionados por culpa del patrono, sí aceptó 
el trabajo ó continuó en él con el pleno conocimiento de la 
existencia del peligro, es más difícil formar un juicio. Si bien 
el precepto del Artículo 1902 es terminante, no lo es menos 
el precepto correspondiente del derecho común inglés y ame- 
ricano. No obstante, aplicando el principio jurídico volenti 
non ftt injuria, los tribunales americanos con unanimidad casi 
absoluta han negado indemnización al obrero que con conoci- 
miento del riesgo ha continuado exponiéndose á él. En parte 
su desgracia se debe á su propia temeridad y como dice Don 
Alfonso el Sabio (Part. 7, Tit. 34, p. 18) "El daño que home 
recibe por su culpa, que á sí mismo debe culpar por ello" 
Hasta que la Jurisprudencia Filipina venga á resolver la duda, 
será discutible este punto. 

La negligencia contributiva. Afortunadamente la ju- 
risprudencia filipina ha rechazado en gran parte la doctrina injusta 
de la negligencia contributiva, aceptando en su lugar la de la 
negligencia comparativa ó proporcional. Los tribunales ingle- 
ses y americanos, como hemos tenido ocasión de ver, siempre 
han negado al obrero todo derecho á la indemnización si su 
propia negligencia ha contribuido, de cualquiera manera, al ac- 
cidente, aun cuando la negligencia del patrono haya sido una 
de las causas co-eficientes del siniestro. La jurisprudencia fi- 
lipina sobre este particular se sentó en el asunto de Rakes 
contra la Atlantic, Gulf, ^ Pacific Company (Tomo 7, pag. 359 
de la Jur. Fil.) 

De los hechos declarados probados resultó que si bien el 
descarrilamiento que produjo la lesión corporal sufrida por Rakes 
era debido á la negligencia de la demandada al omitir de reparar 
un defecto en la via, si Rakes no se hubiese expuesto innecesa- 
riamente al peligro, colocándose al lado del carro en lugar de 
detrás, el accidente no le hubiera hecho daño alguno. La Compa- 
ñía utilizó como defensa principal la doctrina de la negligencia 
contributiva, citando la jurisprudencia nutrida y unánime de los 
tribunales americanos que en tales casos niegan al obrero todo 
derecho á la indemnización. En una sentencia interesante nues- 
tra Corte determinó que cuando los actos propios del obrero 
lesionado constituyen total ó parcialmente la causa inmediata 
del accidente, carece de derecho á indemnización, pero cuan- 
do al accidente mismo ha ocurrido sin culpa de su parte el 
hecho de que su propia negligencia ha contribuido como 
causa á la lesión sufrida, no destruye su acción, y su efecto se 
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Irmita á reducir la cuantía de la indemnización en la misma 
proporción en que la negligencia del obrero ha contribuido al 
conjunto de causas que han producido el daño sufrido. En 
aquella sentencia la Corte dijo:- 

"Se cree que será difícil determinar que actos del daniniíi- 
"cado han de considerarse como causa inmediata del accidente. 
"En la mayoría de los casos la regla es simple. Debe dis- 
"tinguirse entre el accidente y el daño, entre el hecho mismo 
"sin en el cual no pudo haber ocurrido el accidente y aque- 
"Ilos actos del dañado que no hayan intervenido en el acci- 
"dente, independientes de él, pero que hayan contribuido á su 
"propio daño. Por ejemplo, la causa del accidente que ahora 
"nos ocupa, fué el haberse salido de su sitio la traviesa ó el 
"no haberla puesto otra vez en su sitio. Esto produjo el ac- 
"cidente en que se funda la acción de daños y perjuicios, ó 
"sea el hundimiento de la vía y la caída de los railes 
"A este accidente no pudo haber contribuido el demandante 
"al andar por los lados de la vagoneta, aunque esto fué un 
"elemento del daño por él sufrido. Si la traviesa hubiese es- 
"tado fuera de su sitio por razón de algún acto ú omisión que 
"le fuese total ó parcialmente imputable, esto hubiera sido una 
"de las causas determinantes del accidente, imputable al de- 
"mandante. Cuando éste contribuyere al hecho principal como 
"uno de los factores determinantes del mismo, carecerá de 
"toda acción. Cuando en relación con el accidente hubiese 
"contribuido tan solo á su propio daño podrá recobrar la can- 
"tidad que el demandado, responsable del accidente, deba 
"pagar por tal perjuicio, después de deducir la cantidad que se 
"crea procedente por su propia imprudencia." 

Es cierto, como dijo la Corte, que es fácil distinguir entre 
el accidente y la lesión, entre el acontecimiento, como por 
ejemplo, una explosión, y los actos del lesionado que sin ha- 
ber contribuido á producir la explosión, han contribuido al 
daño que ha sufrido. Pero es también cierto que ha de ser 
sumamente difícil en la práctica determinar en tales casos cual 
es la justa proporción entre la negligencia del patrono que 
produjo el accidente y la del obrero que contribuyó á su propio 
daño. Es imposible aplicar en tales casos regla alguna mate- 
mática y en su último análisis, la doctrina de la negligencia 
proporcional no es otra cosa que la disminución, en una can- 
tidad más ó menos arbitraria, de la indemnización que el le- 
sionado obtendría si estuviese libre de culpa. 

Además, la doctrina sentada en el asunto de Rakes solo 



rechaza en parte la doctrina de la negligencia contribuyente. 
Si la negligencia del obrero ha contribuido, como uno de sus 
factores determinantes, al hecho principal, carece de derecho 
de acción aunque su negligencia sea insignificante en relación 
con (a del patrono. 

Modifíicación de los preceptos del Código Civil. 
Dos leyes, la una dictada por el Congreso y la otra por la 
Legislatura Filipina, han venido á modificar de algún modo los 
principios establecidos en esta materia por el Código Civil y 
su jurisprudencia. La primera es Ley del Congreso de 22 de 
Abril de 1908 y la segunda la Ley No. 1874 de la Legislatura 
Filipina, de 19 de Junio de 1908. 

La Ley del Congreso de 22 de Abril de 1908, cuya vali- 
dez constitucional se sostuvo por la Corte Suprema de los Es- 
tados Unidos en la sentencia ya citada (223 U. S. I), afecta á 
los empleados de los ferrocarriles en todos los territorios su- 
jetos á la jurisdicción del Gobierno Federal. Si bien no men- 
ciona directamente Filipinas parece evidente de la frase 
"possessions of the United State" es bastante para comprender 
estas islas. Es verdad que al hablar de los tribunales que 
han de conocer de los juicios á que la ley da lugar solo 
habla de los tribunales federales de Distrito, que no existen 
en Filipinas, pero la Corte Federal ha resuelto, revocando 
un fallo de Massachusetts, que además tienen competencia 
los tribunales ordinarios de cada Estado para conocer de 
los mismos asuntos. Por analogía parece razonable supo- 
ner que sean competentes los tribunales de Primera Instan- 
cia de Filipinas, ya que la competencia conferida á los Tri- 
bunales Federales no es exclusiva. 

Los efectos principales de esta ley respecto de la respon- 
sabilidad de las empresas ferroviarias por los accidentes que 
sufran en el trabajo sus empleados son: 

f¿ij Impone á las empresas responsabilidad por los acci- 
dentes ocasionados por la negligencia de &us propios empleados 
á otros empleados, derogando la felloiv servant doctrine. 

(b) Deroga la Doctrina de la negligencia contributiva y 
adopta la de la negligencia proporcional. 

(c) Dispone que en el caso de que la empresa haya in- 
fringido cualquiera ley dictada con el fin de prevenir los ac- 
cidentes del trabajo, obligando á las empresas á emplear me- 
canismos preventivos para disminuir los riesgos propios del 
trabajo y de emplear otras medidas de seguridad con el mismo 
fin, y tal omisión por parte de la empresa ha contribuido á la 



ífiuerte ó lesión del obrero, esta ha de ser responsable de todas 
las consecuencias del acídente, sin disminución alguna en la in- 
demnización, aun cuando haya habido negligencia por parte 
del empleado. 

Derogación de la<<fellow servant doctrine." Aunque 
no hay jurisprudencia local que resuelva la cuestión, parece razo- 
nable la interpretación del artículo 1903 del Código Civil en el 
sentido de librar al patrono de responsabilidad de los actos negli- 
gentes de sus empleados ú obreros cuando ha empleado la dili- 
gencia correspondiente en la elección del personal adecuado. El 
último inciso del artículo en el que se impone á los dueños de 
establecimientos ó empresas la responsabilidad por los perjuicios 
causados por sus dependientes con ocasión de sus funciones — 
sin dfstintínguir entre los causados por los dependientes á otros y 
los causados á extraños— declara que esta responsabilidad cesa 
cuando se prueba haber empleado toda la diligencia de un buen 
padre de familia para prevenir el daño. Tratándose de acciden- 
tes que no se deben á defectos de material ó aparatos, sino úni- 
camente á errores ó descuidos de los operarios encargados de 
su manejo, es evidente que el único medio que tiene el patro- 
no para prevenir daños de esta clase es el dé tomar las me- 
didas razonables que la prudencia aconseja para cerciorarse de 
la idoneidad mental y física de sus operarios para las faenas 
que encomienda á cada uno de ellos. Si ha cumplido con 
este deber y no obstante uno de los operarios es lesionado 
por culpa ó negligencia de otro, el Código Civil no exige 
responsabilidad alguna al patrón. ' La Ley 1874 de la Legisla- 
tura Filipina tampoco aumenta esta responsabilidad del patro- 
no, como tendremos ocasión de ver, con la única excepción 
posible de imponerle responsabilidad por descuidos ó negligen- 
cia de sus capataces ó superintendentes. 

Pero respecto de los empleados de los ferrocarriles— y 
quizás estén comprendidos los de los tranvías— el Congreso ha 
declarado que la empresa será responsable de la indemnización 
de los daños y perjuicios causados por la muerte ó lesión 
corporal ocasionado al empleado, 

"como consecuencia, total ó parcialmente, de la neg- 
ligencia de cualquiera de los funcionarios, agentes, ó em- 
pleados de la empresa. 

La responsabilidad impuesta es absoluta y en cuanto á 
los empleados á quienes afecta parece evidente que ha dero- 
gado el último inciso del Artículo 1903 y que de nada serví- 
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ría que la Compañía ferroviaria probase haber empleado la 
mayor diligencia posible en la selección del obrero ó emplea- 
da cuya negligencia ha producido el daño. 

Si tenemos razón en nuestra creencia respecto de la vigen- 
cia en Filipinas de la citada Ley del Congreso relativo á los dere- 
chos de los empleados de las empresas ferroviarias, seria con- 
sencuencía necesaria la derogación tácita del inciso tercero 
del Artículo l.o de la Ley 1874 de la Legislatura Filipina en 
cuanto trata de limitar la responsabilidad de las empresas ferro- 
viarias á la negligencia de empleados de las clases enumera- 
das en dicho inciso asi como la del último inciso del Art. 1903 
del Código Civil respecto de esta clase de empleados. 

Doetrina de la negligencia proporcional. Si bien 
nuestra corte Suprema en el asunto Rakes ha rechazado la 
doctrina de la negligencia contributiva del demandante como 
defensa absoluta cuando solo ha contribuido á la lesión sufri- 
da, la deja vigente en los casos en que la negligencia del actor 
ha contribuido en cualquier grado, como una délas causas del su- 
ceso principal. Pero la Ley del Congreso deroga esta doctrina 
en absoluto en cuanto á los empleados de los ferrocarriles, 
y sustituye la regla de la negligencia proporcional, sin ha- 
cer distinción alguna entre la negligencia que contribuye 
al suceso ó accidente principal y la que solo contribuye á 
la lesión sufrida. Así resulta de la interpretación dada á la 
Ley por la Corte suprema de los E. U., entre otras, en la 
sentencia dictada en 27 de Febrero de 1914 en el asunto 
Gfand Trunk Railway Co. v. Lindsay (23a U. S. 42) en la 
que dijo que en ella se establece, 

"un sistema de negligencia comparativa, mediante el 
cual la indemnización de daños y perjuicios queda dis- 
minuida en la proporción que existe entre la negligen- 
cia del actor y la negligencia combinada de este y de 
la empresa— en otras palabras la empresa se libera de 
una parte proporcional de la indemnización correspon- 
diente al tanto de negligencia imputable al obrero." 

De modo que, en el supuesto de la vigencia en Filipinas 
dt la citada Ley del Congreso, la doctrina de la negligencia 
proporcional es aplicable en toda su extensión á los emplea- 
das de los ferrocarriles de este Archipiélago y quizás á los de 
las empresas de tranvías. 

IncumpUmiento de leyes sobre previsión dle acci- 
dentes. La Ley Federal que nos ocmpa, en los casos en qtie 

5 
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la empresa ferroviaria ha dejado de cumplir alguna ley sobf'e 
previsión de accidentes y su omisión ha contribuido al siniestro, 
la priva en absoluto de la defensa fundada en la negligencia 
del obrero aun para la rebaja proporcional de la indemnización. 
Esta disposición se relaciona con otra Ley del Congreso 
(Safety Appliance Act of March 2, 1913, as amended) que 
impone á las empresas ferroviarias sujetas á su jurisdicción, 
el deber de utilizar mecanismos destinados á prevenir acci- 
dentes en el servicio. Esta ley no está vigente en Filipinas 
pero hay algunas dictadas con el mismb fin por la Le- 
gislatura Filipina, entre otras la N.o 703, Art. 19, la N.o 
2100, Art. 2, la N.o 2307 Art. 16, inciso (b) cuya infrac- 
ción, en el caso de causar lesiones á un empleado el ferro- 
carril, daría lugar, al parecer, á la aplicación de la regla de 
responsabilidad absoluta que establece la Ley Federal. Además, 
la Junta de Comisionados de Utilidades Públicas dicta reglas 
de carácter obligatorio sobre esta materia, cuya infracción qui- 
zás produciría el mismo efecto. 

La Ley 1874 de la Legislatura Filipina. Una de 

las primeras Leyes autorizadas por la Legislatura Filipina des- 
pués de la constitución de la Asamblea era la N.o 1874, cuyo 
fin era el de regular la responsabilidad de los patronos por las 
lesiones corporales y muertes sufridas por los obreros en el 
trabajo. Analizada esta Ley se verá que ha mejorado muy 
poco el derecho anterior. 

Su alcance. Esta Ley hace aplicables sus disposisiones á 
todos los empleados ú obreros, con excepción de los criados 
domésticos y los trabajadores destinados á las faenas agrícolas 
(Art. 9). No trata de imponer responsabilidad alguna que no se 
funde en la culpa, pero la impone al patrono no solamente respecto 
de su propia negligencia sino también (Artículo 10) de la de los 
empleados á quienes el patrono haya encomendado la inspección 
ó cuidado de las "vías, obras ó máquinas" que se emplean en 
el negocio del patrono. Es decir, tal fué indudablemente la 
intención del autor de la Ley, pero es dudoso si ha produci- 
do este efecto, porque el Artículo l.o se limita á declarar que 
el empleado que sin culpa de su parte, sufriese una lesión 
corporal atribuible á la negligencia del patrono ó su represen- 
tante por cualquiera de los medios enumerados en el artículo 
^'tendrá ¿os mismos derechos á la índemrttz ación y de acción 
contra el patrono como si no fuese empleado de este ni estuvie- 
se al servicio ni dedicado á las trabajos del patrono^'' . 
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Es decir, el artículo no crea derecho de acción alguno á 
favor del obrero lesionado, y se limita a declarar que en el caso 
de ser lesionado en el trabajo tendrá los mismos derechos 
que en análogas circunstancias tendría contra el patrono un ex- 
traño lesionado por culpa ó negligencia del patrono ó de las 
personas que le representan. De modo que, para saber cua- 
les son los derechos del obrero— siempre que no sea empleado de 
una empresa ferroviaria — hay que acudir a las reglas que tratan 
de la culpa y negligencia en general, ó sea el Código Civil, y de su 
estudio resulta que si bien un extraño tiene acción contra el due- 
ño de una empresa ó sus directores por las consecuencias de la 
culpa ó negligencia propia de éstos, la tiene con motivo de 
los actos negligentes de los empleados de éstas empresas so- 
lamente en el caso de la falta de prueba de parte de los 
dueños ó directores que emplearon la diligencia debida para 
prevenir el daño. Si el dueño ó director prueba que empleó 
¡a debida diligencia, el tercero lesionado solamente tiene ac- 
ción contra la persona cuya negligencia haya causado el ac-* 
cidente. 

Es verdad que ha habido varias sentencias dictadas por 
nuestra Corte por los que se hace responsable á la Empresa 
del Tranvía Eléctrico de Manila de daños y perjuicios causa- 
dos á terceros por negligencia de los conductores de sus ve- 
hículos, pero en ninguna de estas sentencias se discutió la 
cuestión de si la empresa empleó ó no la debida diligencia 
en la elección del conductor. Como esto sería materia de 
defensa, de no plantearse la cuestión por la demandada el si- 
lencio de la Corte no da lugar á presunción alguna respecto 
á su opinión. 

En cuanto á la acción contra el patrono por su propia 
negligencia, ya la tenía el obrero en todos los casos enume- 
rados en el artículo primero de la Ley 1874 de modo que 
ningún derecho nuevo se le confiere, si no es el de acción 
fundado en la negligencia del superintendente. Al contrario, 
la existencia de este articulo con su enumeración de los casos 
en que el patrono es responsable de su negligencia, daría lu- 
gar al argumento de que no es responsable en otros casos, 
porque cxpresió unius cst excíusio alteriiis. 

El Artículo Dos de la Ley 1874 tampoco crea derecho al- 
guno nuevo, sino al contrario tiende á restringir los que ya 
existían. Este artículo declara que en caso de muerte del obrero 
por culpa ó negligencia del patrono o de otro por quien re3- 
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ponde el patrono con arreglo al artíctito anterior, la acción de 
indemnización pasará á su viuda ó herederos legales , ó parien- 
tes más próximos en grado ''que al tiempo de su fallecimiento 
vivian del sueldo del finado ^ Si la condición impuesta se es- 
tima aplicable a todas las personas mencionadas, limita su^de- 
recho, porque antes de entrar en vigor esta ley ha existido 
tal derecho á favor de los herederos, vivan ó no del sueido del 
muerto. En docenas de sentencias por homicidio la Corte Su- 
prema de Filipinas ha impuesto al culpable la obligación 
de indemnizar á los herederos del muerto. Además, da lu- 
gar a confusión la redacción del artículo respecto de las 
personas que tengan derecho a la indemnización. Los ha- 
rederos legales de una persona no son siempre los parien- 
tes mas próximos en grado. Los nietos, por ejemplo, heredan 
con exclusión de los padres del causante de la herencia, pero 
estos son mas próximos en grado que aquellos. Pero puede 
ser que los padres vivan del trabajo del obrero y los nietos 
de otros recursos. ¿A quién corresponde la acción? Los 
nietos son los "herederos legales" pero los padres son "los 
parientes mas próximos en grado." 

El Artículo Tres tampoco favorece al empleado, al fijar en 
la cantidad de P2,000.00 la suma máxima que puede recupe- 
rar el empleado lesionado por negligencia del patrono y en 
P2,000.00 la indemnización máxima en caso de muerte. Es 
preciso tener en cuenta que la ley no se limita á regular los 
derechos de jornaleros, mecánicos, y artesanos, sino que es 
aplicable á todos los empleados de todos los ramos de la in- 
dustria, excepción hecha únicamente de la agricultura y del 
servicio doméstico. Es evidente que en muchísimos casos 
sería una injusticia muy grande limitar á tan insignificante 
suma la indemnización. Dos mil pesos, al seis por ciento, 
representan un ingreso de diez pesos al mes. Invertidos en 
la compra de una renta vitalicia producirían un ingreso ma- 
yor, que sería mas ó menos según la edad y probabilidades 
de vida del lesionado, pero que nunca guardaría relación 
con el verdadero perjuicio sufrido, por ejemplo, por un 
buen maquinista, capaz de ganar con su trabajo dos ó tres- 
cientos pesos al mes y que por culpa de su patrono sufra una 
lesión que le produzca una incapacidad absoluta permanente 
para el trabajo. En el asunto Rakes, antes citado, la Corte 
indemnizó al demandante, jornalero sin oficio, en la cantidad 
F2500 por la perdida de una pierna, aún hecha la rebaja de 
igual cantidad por la negligencia proporcional imputable á 
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Rakes. En el asunto Eades (199. página P. R. 561) el deman- 
dante*, sin oficio, cobró T 5000 por una incapacidad parcial 
permanente. 

El Artículo 4 de la Ley 1874 establece un elemento for- 
mal que antes no existía, exigiendo como condición para la 
existencia del derecho de acción la presentación al patrono, 
dentro del plazo de noventa días, de una información por es- 
crito de la fecha, lugar y causa del accidente. En el caso de 
muerte si ha habido un periodo de diez días entre la fecha 
del accidente y el fallecimiento del empleado en el que pudo 
haber dado esta información y dejó de hacerlo, parece que 
pierden todo derecho á la indemnización su viuda ó herederos. 
Basta la lectura de esta disposición y las demás que contiene 
el artículo en cuestión, para comprender que es un verdadero 
semillero de pleitos sobre un trámite puramente formal, sin 
importancia verdadera, pero que la ley ha convertido en elemento 
tan esencial al derecho del obrero como la lesión sufrida ó 
la negligencia que la causó. 

El Artículo Seis de la Ley expresamente establece la re- 
gla de la aceptación por el obrero de los riesgos extraordina- 
rios ocasionados por la culpa o negligencia del patrono, si el 
obrero tiene conocimiento de la existencia de la negligencia ó 
del defecto por ella ocasionado y deja de dar cuenta de ello 
al patrono o a la persona a quien el patrono hubiese encomen- 
dado la dirección general del trabajo. No trata de determinar 
si la continuación en el trabajo, sí el defecto no se remedia a 
pesar de la notificación, constituye ó no una aceptación de ries- 
go extraordinario. Ademas se verá que es preciso que el 
obrero notifique del defecto sino a la persona a quien el propie- 
tario ha encomendado á la dirección general (general superinten- 
dence). De modo que parece que la notificación hecha a un 
capataz, esta no se comunica al director general, no seria bas- 
tante, y, sin embargo, es al capataz a quien naturalmente acu- 
dirían los obreros bajo su control. 

Parece, por el tanto, que no es aventurado afirmar que la 
Ley 1875, no responde a la buena intención de sus autores y dis- 
ta mucho de dar a los obreros filipinos empleados en industrias 
peligrosas la protección que los de su clase tienen en Europa 
y en muchos de los Estados de América aun con el auxilio de 
la presunción establecida en la Ley 2473. Tampoco responden 
a las necesidades de la vida industrial moderna las dispo- 
siciones aplicables del Código Civil vigente. Si nuestros le- 
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